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1º de noviembre de 2010 

I.
RESUMEN 

1. El 8 de noviembre de 1994 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión”, “la CIDH” o “la Comisión Interamericana” recibió una petición presentada por la Comisión Ecuménica de Derechos Humanos (CEDHU) (en adelante “los peticionarios”) en la cual se alega la responsabilidad de la República de Ecuador (en adelante “Ecuador” o “el Estado”), por distintas violaciones cometidas en perjuicio de la Sra. María Zambrano en el contexto de un proceso penal. Asimismo, se denuncia que la Sra. Zambrano padecía trastornos mentales y que no recibió un trato acorde con esta condición. 

2. Los peticionarios alegan que el Estado es responsable por la violación de los derechos a la integridad personal, a la libertad personal, a las garantías judiciales y a la protección judicial, establecidos respectivamente en los artículos 5, 7, 8, y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención” o “la Convención Americana”), en relación con los deberes de respeto y garantía contenidos en el artículo 1.1 de ese mismo tratado. A este respecto, denuncian que la Sra. Zambrano fue detenida sin orden de autoridad competente; que no se le proveyó de manera efectiva asistencia letrada; que pese a ser diagnosticada con trastornos mentales permaneció recluida en centros penitenciarios; y que, tanto el proceso penal en general, como la prisión preventiva se prolongaron más allá de lo razonable.

3. El Estado por su parte, no ha presentado argumentos relativos a la admisibilidad de la petición, ni referentes a los hechos denunciados. Sólo presentó copias de actuaciones judiciales obrantes en el expediente penal en el cual se procesó a la Sra. María Zambrano. 

4. Sin prejuzgar sobre el fondo de la denuncia, tras analizar las posiciones de las partes y en cumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión decidió declarar el caso admisible a efecto del examen sobre la presunta violación de los derechos a la integridad personal, libertad personal, garantías judiciales y protección judicial, consagrados en los artículos 5, 7, 8 y 25, en concordancia con el artículo 1.1 (obligación de respetar los derechos) de dicho tratado. La Comisión decide además, notificar esta decisión a las partes, y publicarla e incluirla en su Informe Anual para la Asamblea General de la OEA.  

II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN 

5. La Comisión Interamericana registró la petición bajo el número 11.513 y transmitió al Estado sus partes pertinentes el 18 de julio de 1995, dándole un plazo de 90 días para presentar información, de conformidad con el artículo 34 del Reglamento de la CIDH entonces vigente. Posteriormente, el 27 de octubre de 1995 se recibió la respuesta del Estado. 

6. Durante el trámite de la petición se recibieron comunicaciones de información adicional de los peticionarios el 19 de agosto de 1996 y el 12 de mayo de 1997; por parte del Estado se recibió información adicional el 29 de enero de 1997. Mediante comunicación del 9 de febrero de 1999 la Comisión Interamericana se puso a disposición de las partes para llegar a un acuerdo de solución amistosa. Los peticionarios, mediante correspondencia recibida el 12 de abril de 1999 manifestaron su anuencia con dicha posibilidad. Sin embargo, no se recibió respuesta del Estado al respecto.

7. El 23 de septiembre de 2005 se solicitó información actualizada a las partes. El 28 de septiembre de 2009 los peticionarios presentaron información y manifestaron su interés de avanzar con el trámite. El 30 de septiembre de 2009 se trasladó al Estado este último escrito de los peticionarios, concediéndosele el plazo de un mes para presentar observaciones. 

8. El 4 de noviembre de 2009 el Estado solicitó una prórroga, la cual fue concedida el 18 de noviembre de 2009 por el término de 30 días. Sin embargo, no se recibió respuesta del Estado.

9. Posteriormente, el 29 de junio de 2010 se recibió información adicional enviada por los peticionarios, la cual fue trasladada al Estado el 7 de julio de 2010 para sus observaciones. Sin embargo, a la fecha del presente informe aún no se ha recibido respuesta por parte del Estado.

III.
POSICIÓN DE LAS PARTES


A.
Posición de los peticionarios

10. En la petición se indica que el 27 de junio de 1989 se dictó auto cabeza de proceso en la causa penal No. 575-89-583 abierta por el homicidio de la señora Martha Bedón Araujo, en el cual se señaló como coimputada a la señora María Zambrano (o María Pinargote Zambrano o Marta Zambrano Alava o María Elena Alava Pinargote, como se le denomina de manera indistinta en el expediente del proceso), se dispuso su prisión preventiva y se le asignó un defensor público.

11. Los peticionarios alegan que pese a que la orden formal de prisión preventiva fue girada en la fecha antes indicada, consta en providencia del 26 de junio de 1989 del Comisario Segundo de Policía que éste giró boleta de detención luego de determinar que la víctima estaba detenida. Por lo que, aducen los peticionarios, al no haber sido detenida en flagrancia y al haberse girado la boleta de detención estando ya detenida la Sra. Zambrano, la detención habría sido ilegal. 

12. Se indica que el mismo 27 de junio de 1989 se llamó a rendir indagatoria a la Sra. Zambrano; sin embargo, se dejó constancia en dicha diligencia que aquella no rindió declaración por cuanto aparentemente sufría de alteración mental. 

13. Los peticionarios apuntan que el 3 de julio de 1989 el Director del Centro de Rehabilitación Social de Esmeraldas comunicó al juez de la causa que la alegada víctima demuestra alteración mental ya que habría llegado al estado de ensuciarse en la cama y que se teme se vuelva agresiva. Por lo que solicitó al juez que disponga su traslado a un centro asistencial para su tratamiento y recuperación, dado que ese centro penal no cuenta con las condiciones ni el personal para su atención. 

14. El 4 de julio de 1989 asume conocimiento del proceso el Juez Segundo de lo Penal de Esmeraldas tras inhibirse el Juez Tercero. En ese mismo acto el Juez Segundo de lo Penal confirmó las órdenes de prisión preventiva.

15. De acuerdo con la narración de los presuntos hechos, el 5 de julio de 1989 el Juez Segundo de lo Penal dispuso que se practique a la Sra. Zambrano una evaluación siquiátrica de sus facultades mentales. En cumplimiento de esta disposición judicial, dos médicos dictaminaron mediante informe del 7 de julio que la Sra. Zambrano, “se halla padeciendo graves trastornos psíquicos, por lo que creemos conveniente su traslado a un centro psiquiátrico para su valoración, diagnóstico y tratamiento pertinente”
. Los médicos que practicaron este peritaje fueron designados a tal efecto por el juez de la causa
. 
16. Los peticionarios denuncian, que a pesar de constar fehacientemente que la Sra. María Zambrano se encontraba afectada por una discapacidad mental, y de que el artículo 34 del Código Penal entonces vigente disponía que los enfermos mentales eran inimputables, debiendo el juez de la causa decretar su internamiento en un hospital psiquiátrico, la Sra. Zambrano continuó sujeta al proceso penal en calidad de coimputada, se le mantuvo en prisión preventiva hasta noviembre de 1994, y no se le proporcionó tratamiento de salud mental alguno. Se informa que durante su detención la Sra. María Zambrano se encontraba en estado de abandono. Los peticionarios refieren, por ejemplo, que el Director del Centro de Rehabilitación de Esmeraldas mediante escrito del 3 de julio de 1989 solicita el traslado de la Sra. Zambrano y refiere que la misma ha llegado al grado de ensuciarse en la cama. Asimismo, en la valoración psiquiátrica practicada por los médicos designados por el juez de la causa, estos hacen constar que encontraron a una persona “con vestuario haraposo, mal oliente, manchada de orine y excrementos, descalza, sin ropas interiores”
.
17. En cuanto al desarrollo del proceso penal, la parte peticionaria señala que el 12 de agosto de 1992 el fiscal de la causa se abstuvo de acusar a la Sra. Zambrano por no contar con indicios o presunciones de responsabilidad en su contra. Dos años después, el 22 de marzo de 1994 asume competencia de la causa el Juez Cuarto Penal de Esmeraldas, por excusa del Juez Segundo Penal; aquel, al constatar que no existían indicios que determinaran la responsabilidad penal de la Sra. Zambrano, dispuso ese mismo día su libertad inmediata, remitiendo la orden de libertad al Director del Centro de Rehabilitación de Esmeraldas
. Sin embargo, la alegada víctima no fue puesta en libertad, por lo que el Juez Cuarto de lo Penal mediante oficio del 21 de noviembre de 1994 reiteró la “Boleta Constitucional de Excarcelación” remitida al Director del Centro de Rehabilitación Social de Esmeraldas ocho meses antes el 22 de marzo de ese año
.

18. Posteriormente, el 15 de septiembre de 1995 el Juez Cuarto de lo Penal decretó el sobreseimiento provisional de la Sra. María Zambrano, decisión que fue confirmada por la Corte Superior de Justicia de Esmeraldas mediante resolución del 10 de mayo de 1996
. 

19. Los peticionarios concluyen que pese a que quedó debidamente acreditado en el proceso interno que la Sra. María Zambrano padecía trastornos mentales, la misma nunca recibió atención especializada, por el contrario fue sometida a un prolongado proceso penal y a prisión preventiva, sin que se le tratara de acuerdo con su condición. En contradicción con lo dispuesto en el Código Penal ecuatoriano vigente y a los estándares internacionales en materia de salud mental, lo cual, aducen los peticionarios, caracterizaría una violación al artículo 5 de la Convención Americana.

20. Se alega que la Sra. María Zambrano fue detenida ilegalmente, que permaneció detenida ilegalmente durante ocho meses en 1994 cuando no se ejecutó una boleta de libertad; y que permaneció en prisión preventiva por más de cinco años, desde junio de 1989 hasta noviembre de 1994, lo que violaría lo dispuesto en el artículo 7 de la Convención. Además, que el proceso penal, en lo que a ella como coimputada concernía, se extendió por siete años, desde junio de 1989 hasta mayo de 1996, cuando se confirmó el sobreseimiento a su favor, lo que implicaría la violación del derecho a ser juzgado dentro de un plazo razonable consagrado en el artículo 8 de la Convención. 

21. Asimismo, los peticionarios denuncian que la Sra. María Zambrano no contó con una defensa pública adecuada. En este sentido manifiestan que debido a su estado mental y por falta de recursos económicos nunca designó abogado defensor, quedando a la expectativa de lo que pudiese actuar el defensor de oficio que se le asignó, el cual a lo largo de todo el expediente no habría presentado un solo escrito en su defensa. Además, alegan que consta en la diligencia indagatoria, que ésta se practicó a la Sra. Zambrano sin la presencia de su abogado defensor. Por lo cual, la parte peticionaria considera que se vulneró el derecho de la Sra. Zambrano a ser efectivamente asistida por un defensor proporcionado por el Estado, consagrado en el artículo 8 de la Convención.   

22. Finalmente, se denuncia la violación del derecho a la protección judicial, establecido en el artículo 25 de la Convención, sobre la base de que el juez de la causa no habría atendido las peticiones de traslado a un centro psiquiátrico que se presentaron durante el proceso. Por lo que el proceso judicial no habría estado dirigido a proteger a la Sra. María Zambrano frente al alegado encarcelamiento arbitrario en condiciones inhumanas. 


B. 
Posición del Estado

23. El Estado en sus comunicaciones ha presentado copia de algunas de las actuaciones obrantes en el proceso penal seguido a la Sra. María Zambrano; sin embargo, no ha presentado argumentos relativos a la admisibilidad de la petición, ni a los hechos denunciados por los peticionarios. 

IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD


A. 
Competencia

24. Los peticionarios se encuentran facultados, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión. La petición señala como presunta víctima a una persona individual, respecto de quien el Estado ecuatoriano se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana. En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que Ecuador es Estado parte en la Convención Americana desde el 28 de diciembre de 1977, fecha en la que depositó su instrumento de ratificación. Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición.  Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de la República de Ecuador, Estado Parte en dicho tratado.  
25. La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición. Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana. 


B. 
Agotamiento de los recursos internos

26. El artículo 46(1)(a) de la Convención Americana exige el previo agotamiento de los recursos disponibles en la jurisdicción interna conforme a los principios de derecho internacional generalmente reconocidos, como requisito para la admisión de reclamos sobre la presunta violación de la Convención Americana. Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, la solucionen antes de que sea conocida por una instancia internacional. 

27. En el presente caso los peticionarios han señalado que el proceso penal No. 575-89-583 al cual estuvo vinculada como coimputada la Sra. María Zambrano culminó formalmente para ella el 10 de mayo de 1996 cuando la Corte Superior de Justicia de Esmeraldas confirmó el auto de sobreseimiento provisional a su favor. Asimismo, aducen que por mandato expreso del Código Penal era deber del juez de la causa, luego de constatada su condición de salud mental en 1989, declararla inimputable y disponer de oficio su internamiento en un hospital psiquiátrico. Además, adujeron que la conducta procesal del defensor público oficial de la Sra. Zambrano se caracterizó por la inacción total. 

28. El Estado por su parte no controvirtió los alegatos de los peticionarios relativos al agotamiento de los recursos internos. Ni se refirió a otros recursos idóneos para remediar las violaciones alegadas.
29. Por lo tanto, en vista del contexto y las características del presente caso, la Comisión considera que los recursos judiciales internos se agotaron el 10 de mayo de 1996 cuando la Corte Superior de Justicia de Esmeraldas confirmó el sobreseimiento provisional dictado a favor de la Sra. María Zambrano. Además, la Comisión observa que en el marco del proceso penal las autoridades tuvieron conocimiento de la situación ahora presentada ante la Comisión, y tuvieron la posibilidad, de ser pertinente, de remediarla.
30. El artículo 46(1)(a), por su naturaleza y objeto, es una norma con contenido autónomo vis à vis las normas sustantivas de la Convención.  Por lo tanto, la determinación sobre el agotamiento de los recursos internos que resultan aplicables al caso en cuestión debe llevarse a cabo de manera previa y separada del análisis del fondo del asunto, ya que depende de un estándar de apreciación distinto de aquél utilizado para determinar la posible violación de los artículos 8 y 25 de la Convención Americana.  Cabe aclarar que las causas y los efectos del agotamiento de los recursos judiciales a los que se ha hecho referencia, serán analizados en el informe que adopte la Comisión sobre el fondo de la controversia, a fin de constatar si configuran violaciones a la Convención Americana.

C. 
Plazo de presentación de la petición

31. La Convención Americana establece que para que una petición resulte admisible por la Comisión se requerirá que sea presentada dentro del plazo de seis meses a partir de la fecha en que el presunto lesionado haya sido notificado de la decisión definitiva. 
32. En tal sentido, la CIDH observa que la petición original fue recibida el 8 de noviembre de 1994, y que la última decisión judicial adoptada en el proceso penal seguido a la alegada víctima data del 10 de mayo de 1996. Por consiguiente, la CIDH considera que resulta evidente que la petición fue presentada dentro del término fijado por el artículo 46(1)(b).

D. 
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional

33. No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por éste u otro órgano internacional. Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46(1)(c) y 47(d) de la Convención.

E. 
Caracterización de los hechos alegados

34. A los efectos de la admisibilidad, la Comisión debe decidir si los hechos alegados pueden caracterizar una violación de derechos, según lo estipulado en el artículo 47(b) de la Convención Americana, o si la petición es "manifiestamente infundada" o es "evidente su total improcedencia", conforme al inciso (c) de dicho artículo.  El criterio de evaluación de esos requisitos difiere del que se utiliza para pronunciarse sobre el fondo de una petición; la Comisión debe realizar una evaluación prima facie para determinar si la petición establece el fundamento de la violación, posible o potencial, de un derecho garantizado por la Convención, pero no para establecer la existencia de una violación de derechos.  Esta determinación constituye un análisis primario, que no implica prejuzgar sobre el fundamento del asunto
.

35. En vista de los elementos de hecho y de derecho presentados por las partes y la naturaleza del asunto puesto bajo su conocimiento, la CIDH considera que los hechos alegados por los peticionarios podrían caracterizar posibles violaciones a los derechos protegidos en los artículos 5, 7, 8 y 25 de la Convención Americana, en concordancia con el artículo 1(1) de ese mismo tratado. 
V.
CONCLUSIONES
 
36. La Comisión concluye que es competente para examinar los reclamos presentados por los peticionarios sobre la presunta violación de los artículos 5, 7, 8 y 25 en concordancia con el 1(1) de la Convención Americana en relación con las alegadas violaciones cometidas en perjuicio de la Sra. María Zambrano en el contexto del proceso penal en el que fue sindicada, y que éstos son admisibles, conforme a los requisitos establecidos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana.
37. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos y sin que ello signifique prejuzgar sobre el fondo del asunto,
 
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,
 DECIDE:
 
1. Declarar admisible el presente reclamo con relación a los artículos 5, 7, 8 y 25 en concordancia con el 1(1) de la Convención.

2. Notificar esta decisión al Estado ecuatoriano y al peticionario.
3. Continuar con el análisis del fondo de la cuestión.
4. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., el día 1º del mes de noviembre  de 2010.  (Firmado): Felipe González, Presidente; María Silvia Guillén, José de Jesús Orozco Henríquez, y Rodrigo Escobar Gil, Miembros de la Comisión. 
� Los peticionarios hacen referencia al Peritaje de psiquiatría forense emitido por los Dres. Tito Granja y Demetrio Molina, adjunto a la comunicación de los peticionarios recibida el 29 de junio de 2010. Anexo 1 (No. 9). 


� Los peticionarios hacen referencia a la providencia emitida el 5 de julio de 1989 por el Juez Segundo de lo Penal, adjunto a la comunicación de los peticionarios recibida el 29 de junio de 2010. Anexo 1 (No. 8).


� Los peticionarios hacen referencia al Peritaje de psiquiatría forense emitido por los Dres. Tito Granja y Demetrio Molina, adjunto a la comunicación de los peticionarios recibida el 29 de junio de 2010. Anexo 1 (No. 9).


� Los peticionarios hacen referencia a la Boleta Constitucional de Excarcelación emitida por el Juzgado Cuarto de lo Penal de Quininde, Esmeraldas el 22 de marzo de 1994, adjunta a la comunicación de los peticionarios recibida el 29 de junio de 2010. Anexo 1 (No. 21).  


� Los peticionarios hacen referencia al Oficio emitido por el Juzgado Cuarto de lo Penal de Quininde, Esmeraldas el 21 de noviembre de 1994, adjunto a la comunicación de los peticionarios recibida el 29 de junio de 2010. Anexo 1 (No. 24). 


� Los peticionarios hacen referencia a la Resolución de la Corte Superior de Justicia de Esmeraldas del 10 de mayo de 1996, adjunta a la comunicación de los peticionarios recibida el 29 de junio de 2010. Anexo 1 (No. 26).


� Véase entre otros precedentes: CIDH, Informe No. 12/10, Caso 12.106, Admisibilidad, Enrique Hermann Pfister Frías y Lucrecia Pfister Frías, Argentina, 16 de marzo de 2010. Párr. 46; CIDH, Informe No. 10/10, Petición No. 214-08, Admisibilidad, Koempai y otros, Suriname, 16 de marzo de 2010. Párr. 43.





